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Durante 1995, lo violencia en manos de las fuerzas de seguridad agu­
dizó algunas da los tendencias que señaláramos ya en años anteriores: un 
aumento progresivo; una parts importante de la represión del delito de 
menor cuantía en manos de agentes franco de servicio que actúan con 
brutalidad; el mayor porcentaje de víctimas son menores de 25 años, en 
especial en el Gran Buenos Aires; el mayor número de víctimas policiales lo 
son cuando no están en horario de servicio; la relación entre civiles y agen­
tes de seguridad muertos, comer resultado de enfrentamientos, es altamente 
desfavorable para los civiles.

la  mayor parte de estas muertes obedecen a dos grandes tipos de cau­
sas generóles. Por un lado, lo que popularmente se ha dado en llamar «la 
policía del gatillo fácil» para referirse a grupos policiales especialmente 
violentos. Estos grupos, muchas veces conocidos como «la patota», ejercen 
la violencia punitiva con el apoyo tácito de la institución, en algunos casos 
y, en otros, por incapacidad de las jerarquías de controlar eficazmente a 
las fuerzas bajo su mando. Si bien hay serias sospechas que algunos inte­
grantes de estas "patotas" formaron parte de los "grupos de tarea" durante 
la dictadura militar, la mayoría son funcionarios que entraron a la fuerza 
durante el período democrático. Esto planteo un problema especialmente 
grove: la permisividad e, incluso, complacencia de las jerarquías de los 
fuerzas de seguridad en la continuidad de metodologías de represión auto­
ritarias .y brutales.

Por otro lado, un número importante de los muertes institucionales son 
muertes que podríamos llamar «evitables» o «estadísticas», en tanto no son 
el resultado de una'voluntad expllcita'de eliminar o de infligir torturas a 
quien supuestamente está cometiendo un ilícito. Son más bien el resultado 
de falta de preparación y entrenamiento, y de presiones de la propia esiruc-
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turo y reglamentos burocráticos de la institución. Presiones que privilegian 
tener un número alto de «hechos esclarecidos» en lo estadístico, antes que 
dimensionar seriamente el costo y los métodos de esclarecimiento.

Estos falencios se apoyan, a su vez. en serie de «valores» aceptados y 
ponderados tanto instltuclonalmente como en diversos grupos de la socie­
dad civil. Estos «valores» llevan a estimar como un buen policía —un buen 
¡ele de seccional— a quien tiene los calabozos llenos y es capaz de repri­
mir la delincuencia común, aun o costa de la tortura y la muerte. Así las 
cosas, aquellos Funcionarios capaces de prevenir el accionar delictivo por 
medios no violentos y por disuasión tiene menos posibilidades de éxito en 
la compleja burocracia policial.

Por ello, la responsabilidad de estas muertes corresponde fundamental­
mente a las cúpulas de las instituciones policiales, antes de ser atribuidles 
particularmente a los policías.que las perpetran o a un grupo o «patota».

El problema de la responsabilidad
por las violaciones a los derechos húmenos

No podemos desconocer que, en estos últimos años, ios diversos infor­
mes que elaborara el CELS y otros organismos y abogados de derechos 
humanos sobre el ejercicio de la violencia punitivo han tenido amplia difu­
sión periodístico y una repercusión destacable en ámbitos políticos. Los 
informes del Departamento de Estado de los Estados Unidos y los denuncias 
de «Amnesty Internacional», todos ellos basados en bueno medida en las 
investigaciones de organismos no gubernamentales nacionales, han obliga­
do a los máximos responsables de la policía bonaerense y Federal, como a 
otras policios provinciales, a explicar y tomar medidas frente estos graves 
violaciones a los derechos humanos [ver: CELS, «Informe sobre la situación 
de los derechos humanos, 1994» e «Informe sobre violencia institucional y 
urbana, 1993»),

Las medidas tomadas han sido, en la mayoría de los casos, la 
exoneración de grupos de agentes involucrados en violaciones a los dere­
chos humanos, según las altas jerarquías, policiales. A todos luces parece 
claro que este tipo de medidas no soluciona y, ni siquiera, mejora la 
situación.
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Celebremos que las jerarquías policiales demuestren su preocupación 
frente a las violaciones de derechos humanes de las que son responsables, 
respondiendo de alguna forma a les reclamos de justicia. No dudamos que 
esta preocupación redundará en un mayor 'espeto o, al menos, un mayor 
cuidado para que este tipo de hechos disminuya. Pero, consideramos, que 
el tipo de medidas que la institución toma parece más bien destinada a 
tranquilizar a la opinión pública y a un periodismo inquieto, antes que o la 
loma de medidas serias resultado de una reflexión madura sobre el pro- 
blemo.

Lamentablemente, el occeso a las causas por las que se exonero o los 
agentes no están a disposición de lo ciudadanía. Por diversos testimonios 
recibidos de estos mismos, pareciera que, en muchos cosos, se trata de 
policías que habían sido sumariados reiteradamente por cousas internas 
menores o, incluso, por oponerse ol accionar abusivo de algunos comisa­
rios,i antescjue por lo comisión de delitos violotorios de los derechos humanos

La responsabilidad de las jerarquías y  órganos de conducción 
policiales en las violaciones a ios derechos humanos

¿En qué tipo de datos nos apoyomos pora hacer estas afirmaciones? En 
primer lugar en que hay un aumento notorio de la violencia punitiva que no 
parece corresponderse a uno aumento similar de la criminalidad organiza­
da. En la Capital Federal, si bien hay que señolor que ei número de muertos 
civiles en enfrentamientos es menor que en el conurbano bonaerense, la 
relación de un policio muerto (y estando fronco de servicio) por ,39 civiles 
es alarmantemente alta, S¡ considerarnos lo misma relación pero teniendo 
en cuenta el número total de víctimas (muertos y heridos), el porcentaje es 
de más de ó civiles por cada miembro de la fuerza: también una relación 
muy alta. (Ver cuadros , más adelante.)

De la descripción de los hechos— la mayoría por "actitud sospechoso", 
"pedidos de identificación", robos a farmacias, asoltos a taxis y cornea 
cios— no puede inferirse que ta policio se haya enfrentado a una delincuen­
cia particularmente peligrosa — son exceocionales Í05 enfrentamientos con 
grupos comando o osaltanles de oancos— . Por lo tanto, los muertes no 
parecen obedecer a otra razón que a la voluntad o al entrenamiento de
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algunos funcionarios de la policio Federal para "elim inar" a los sospe­
chosos.

En la jurisdicción de la policio bonaerense, donde el número de victi­
mas ha aumentado en relación o otros años, la relación entre civiles y 
agentes muertos disminuye en forma notable con respecto a la jurisdicción 
de la Capital: un poco mas de 4 víctimas civiles por cada policio muerto. Si 
consideramos el total de víctimas (muertos y heridos) la proporción es un 
poco menor: de 3 a 1 siempre que consideremos las cifros globales. Sin 
embargo debemos recordar que en esto jurisdicción lo mayoría de los he­
chos han sido protagonizados por policía franco de servicio y  que el mayor 
Índice de policías muertos también lo son en esta condición. Asi las cosas y 
como se consigna más arribo, lo reloción es de 20 civiles por cada policía 
actuando en servicio (Ver cuadros infra) . Esta situación configura un tipo 
diferente de problemas y de responsabilidades y, es en estos cosos, en 
donde ocurren el mayor número de lo que llamamos «muertes evitables».

Consideramos entonces que, en segundo lugar, el aumento de la violen­
cia punitiva es, en buena medida, resultado de falta de entrenamiento, for­
mación, selección de personal y adiestramiento.

Cuando se incrementan los reclamos de mayor seguridad de parte de 
la población la respuesta de las jerarquías policiales y de buena parte del 
poder político es dotar a las reparticiones de mos armamento, más patrulle­
ros y pedir leyes más duras. La experiencia ha demostrado hasta el hartaz­
go que este tipo de respuestas no solo no soluciono el problemo de la 
inseguridad urbana y de lo criminalidad sino que, en muchos casos, la 
agrava, provocando un número mayor de violaciones o los derechos humo- 
nos. Se violan así los derechos de los víctimas de lo violencia poiiciol y se 
violon también los derechos de los funcionarios policiales a los que el Esta­
do y bs responsables institucionales no proveen de las condiciones mínimos 
para el desempeño de su trabajo.

Condiciones de trabajo, entrenamiento y responsabilidad 
institucional

Según un informe del Ministerio de! Interior realizado en 1 994, el 
64,28%  del personal en actividad de los fuerzas de seguridad (Policía,
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Prefectura y Gendarmería) solo ho completado los escuela primoria, el 
31,73% lo enseñanza media y el 3,60% tiene estudios terciarios ¡ver Infor­
me ¡obre la Situación de los Derechos Humanos en lo Argentino • oño 1994)

Para el ingreso al escalafón de Suboficiales de Tropa en lo policía bo­
naerense sob se exige tener estudios primarios completos. El curso de ins­
trucción dura 3 meses al cabo de los cuales el agente puede y debe portor 
un armo en todo momento, aún estando franca de servicio.

Paro el ascenso reglamentario dentro de este escalafón los requisitos 
son escasos: la antigüedad y no tener sumarios internos. Lo mismo sucede 
en el escalafón de Oficiales. No existen cursos de perfeccionamiento, prác­
ticas de tiro regulares, entrenamiento en investigación del delito, que seon 
obligatorios para la totalidad del personal y a través de los cuales estos 
puedan ser evaluados debidamente. De ello resulta que se aprende a ser 
policía ejerciendo la prevención y represión del delito en forma cotidiana y 
a través del conocimiento informal.

Porecería obvio que un agente debe estar preparado para poder dis­
cernir cuándo se enfrenta a un hecho cuya gravedad exige la utilización del 
arma y, cuándo la disuasión puede hacerse par oíros medios. Sin embor- 
go, la gran cantidad de victimas resultado de hechos de menor cuantía, 
tales como robos en colectivos, osaltos a pequeños comercios, intentos de 
orrebato, demuestra que hay en las fuerzas policiales muchos individuos 
sumamente violentos, con escoso control de sus acciones, incapaces de 
evaluar el tipo de situación en la que se encuentran. La mayor parte de estos 
hechos son protagonizados por personal de franco, lo que reafirma lo que 
estamos planteando.

Si bien es cierto que, por reglamento, tanto la policio Federal como la 
bonaerense tienen la obligación de actuar aún estando franco de servicio, 
eista obligación no los obligo a usar el arma mortalmente. El notorio aumen­
to de este tipo de hechos parece estar configurando un fenómeno de "justi­
cio por propia mano", pero que, paradójicamente la ejerce la propia policía.

La ausencia de.entrenamientoy la despreocupación de las autoridades 
responsables por la forma en que se ejecuta la prevención y represión del 
delito, es. manifiesta en muchos procedimientos policiales protagonizados 
por policía en servicio.
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Posiblemente el coso del que fuera victimo Javier Ornar Rojos Pérej 
resulte ejemplar poro explicar lo responsabilidad policial en estos graves 
violaciones de derechos humanes. Él 23 de julio en la ¡ocolidcrd de Wilde 
uno patrullo policio! que buscaba a un grupo de jóvenes que habían prota­
gonizada uno pelea callejera entra a una pizzería o pedir documentos. 
Cuando estaban sacando a la gente para pclporla de armas en la calle el 
agente Diego Centurión mató al ¡oven Rojas Pérez de un tiro en la sien. El 
operativo, como todos los operctivos policiales, se llevo a cabo con gran 
despliegue de violencia y ostentación de armas !arga$ y cortas. Los familia­
res de la victima denuncion que se trató de una ejecución de la policio de 
«gatillo fácil». La institución, en cambio, argumenta que, en realidad, no 
hubo intención de asesinarcl ¡oven, sino que el arma se disparó accidental­
mente. Lo que la institución no explica es porqué en un procedimiento en un 
Jugar público los ogentes policiales inmovilizan o los personas apuntándo­
les con el armo en la sien. Más aún, teniendo en cuenta que Rojos Pérez era 
un cantante de rock y no un peligroso asesino, del cual era posible pensor 
que estuviese armado y fuera hábil pora escapar del cerco policial.

Tampoco explica porqué los superiores de Centurión envían a una mi­
sión de represión del delito a un agente inexperto (Cenfurión;t¡ene 21 años 
y hace año y medio hobía ¡ngresodo o la policía)

Si el argumento policio! fuese válido -que el orma se disparó accidental­
mente y no hubo intención de asesinar- la responsabilidad de las cúpulas 
policiales por la ocurrencio de estos tipos de hechos es gravísima. Sin duda 
que coso de Rojas Pé^ez no es un hecho aislado. Tuvo mayor repercusión 
periodístico porque el ¡oven era un canionte de rocír, su familia y amigos 
sostienen uno campaña pública con la adhesión de los organismos de dere­
chos humanos y numerosas personalidades. Pero, del reloto de numerosos 
enfrentamientos comunes, es dable inferir que:

A la policía sale a hacer procedimientos sin un planeamiento previo, 
sin tener en claro cual es el ilícito que vori a reprimir, ni la gravedad del 
hecho.
A la policio no está entrenada paro monejar e¡ arma que porta y por 
lo tanto en lo mayoría de los cosos apunta a los órganos vítales del 
sospechoso con lo que cree lograr mayor eficacia en sus acciones.
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A la policía no tiene un entrenamiento física y psicológico que le permi­
ta mantener un graao esperable de serenidad y la pos'bilidod de dis­
cernimiento durante su participación en un hecho violento.
A las metodologías represivas de las fuerzas policiales provocan he­
chos de gran violencia en lugares públicos, porque no cuentan con el 
entrenamiento necesario para discriminar diferentes situaciones de la 
vida urbana.
A la policía no cuenta con cuerpos especializados capaces de diferen­
cias cuándo se debe enviar hombres a enfrentarse con delincuentes 
peligrosos y cuándo se trata de hechos de mero prevención o conten­
ción de delitos menores.
La responsabilidad de las cúpulas policiales se agrava si consideramos 

que como respuesta a los reclamos por le violencia policial se responde 
sólo exonerando o policías sumariados. Lo que no llega a conocimiento de 
la opinión pública son los razones por las que estos agentes tienen sumario 
(el grado de vinculación con el ejercicio de la violencia) y existen en cam­
bio fuertes sospechas que muchos de ellos son exonerados en estas ocasio­
nes por problemas infernos o la fuerzo antes de por haber sido protagonis­
tas de graves violaciones a los derechos humanos.

El caso que se dio en llamar «la matanza de Wilde» parece confirmar 
lo que estamos diciendo. Varios de los policías participantes de la misma 
estaban siendo investigados por diversos delitos, y algunos habían sido 
puestos en disponibilidad. Sin embargo, participaron en el hecho como 
parte de un procedimiento oficial ¡ver «Informe sobre la situación de los 
derechos humónos en la Argentina, 1 994»)

Las jerarquías policiales y el poder político demostrarían un genuino 
interés en respetar los derechos humanos si:

A Frente .a los reclamos de mayor seguridad urbana propusieran un 
mayor control en la selección del personal, mejores condiciones de trabajo 
pora los agentes, mayor entrenamiento físico y psicológico, antes que ma­
yor armamento y penas mas duras.

A Ante los reclamos de los organismos nacionales e internacionales 
por las continuas violaciones a los derechos humaros pusieran en disponi­
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bilidad a aquellos agentes efectivamente vinculados a los grupos más vio­
lentos, haciendo transparente la información sobre sus causas.

▲ En ambos casos, serían responsables si se abocaran seriamente a la 
revisión de $u organización interna, sus reglomentos obsoletos, su organi­
zación fuertemente burocratízada. Si se reconociera que hay un abismo 
entre la práctica policial cotidiana y las leyes que dicen organizaría.

Cuadros
Cantidad de victimas resultado del accionar violento 

de lo policía y las fuerzas de seguridad

Fuente: diarios Clarín, Págino/12, Crónica y Lo Nación

Capital Federal - Total de victimas • Año 1995

C iviles
m uertos

C iviles
heridos

Funcionarios
m uertos

Fun cio narios
heridos

TO TA L E S

Enero 4 0 1 0 5

Febrero 3 2 0 1 6

M arzo 0 1 0 2 3

Abril 3 0 0 0 3

M ayo S 6 0 0 11

Jun io 4 2 0 1 7

Julio 3 3 0 2 8

A gosto 3 4 0 0 7

S etiem bre 5 2 0 0 7

O ctubre 8 2 0 1 11

N o v ie m b re 2 3 0 2 7

D ic iem bre 2 3 0 1 6

TO TA LE S 42 j  28 i  7  te 81

S A
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Capital Federal - Muertes y lesiones de civiles
por tipo de hecho - Año 1995

Tipo  de caso
C iviles
m uertos

Civiles
heridos

t o t a l e s

U so  e xc es iv o  de la fu erza  - E jec. 3 2 2 4 5 6

U so  ex tra fu n c io n a l d e  la  fuerza 3 2 5

U so  In d iscrim in ad o  de la fuerza 4 2 6

B a jo  cus tod ia 3 0 3

TO T A L E S 4 2 2 8 70 ...

Capital Federal - Total de víctimas en enfrentamientos, 
discriminando la actuación de funcionarios francos de 

servicio - Año 1995
Total da
civiles
muerto*

Por
fun. d» 
franco

Total de 
dvües 
heridos

Por
ton. de 
franco

Total de 
fuñe, 

muertos

Fréneos- 
de ser*.

Total
tune.

heridos

Franco» 
de «Jrv.

Enero 4 0 0 0 1 1 0 0
F eb rero r 1 2 c 0 0 1 0
M a rz o 0 0 2 0 0 0 2 0
A b ril 3 0 1 0 0 0 0 0
M ayo 4* 0 6 2 0 0 0 0
J u n io 4 2 2 2 0 0 1 0
Julio 3 1 3 1 0 0 2 0
A g o s to 3 0 4 1 0 0 0 0
S e tiem b re 5 0 2 0 0 0 0 0
O c tu b re 8 1 2 1 0 0 1 0
N o v ie m b re 2 1 3 0 0 0 2 0
D ic iem b re 2 0 3 0 0 0 1 0
T O T A L E S 39 6 29 7 1 1 10 0
P o rc en ta je 100% 15% 100% 2 5% 100% 100% 100% 0%

* La cifra difiere.de !a del cuadro anterior, ya que en éste sólo se consideran los mué rtos 
y heridos en enfrentamientos y no se incluyen las victimas “Bajo custodia"
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Capital Federal • Carácter que revestían 
los funcionarios-víctimas - Año 1995

En
servic io

D e franco TO TA L E S

M uertos 0 1 1

H eridos 1 0 0 1 0

Gran Buenos Aires • Total de víctimas - Año 1995

I Civiles  
m uertos

C iv iles
heridos

Fun cio narios
m uertos

I Fun cio narios  
heridos

1
TO TA LE S

Enero 4 9 2 6 21

Febrero
. .

6 2 1 1 1 0

M arzo 1 2 3 0 4 1 9

Abril .9 8 4 9  ' 3 0

M ayo 17 10 3 3 3 3

Jun io 13 16 3 1 3 3

Julio 13 15 3 8 3 9  |

I A gosto 7 1 2 2 3 2 4

S etiem bre 9 I 6 2 3 2 0

O ctu bre  i S 4 2 0 1 4

N o v ie m b re 10 3 3 2 1 8

D ic iem bre 15 8 3 6 3 2

TO T A L E S 1 2 3 9 6 2 8 4 6 2 9 3

10 A
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Gran Buenos Aires - Muertes y lesiones de civiles
por tipo de hecho • Año 1995

I T ip o  de  cas o
C iv iles
m uertos

C iviles
heridos

TO TA L E S

U s o  e s c e s iv o  de  la fuerza  - E jec. 1 1 4 7 5 1 8 9

U s o  e x tra fu n c io n a l d e  la  fu e rza 1 4 9 2 3

U s o  in d is c rim in a d o  d e  la  fuerza 4 7 11

B a jo  cu s to d ia S 6 11

T O T A L E S 1 3 7 9 7 2 3 4

Gran Buenos Aires - Total de víctimas en enfrentamientos, 
discriminando la actuación de funcionarios francos de 

servicio - Año 1995
Total de 
civiles 
muertos

Por-
1un. (in­
tráneo

Total
de

civiles
heridos

Por
fun, de 
franco

Total de 
tune, 

muertos
Francos 
de serv.

Total
tune.

heridos
Francos
deserv.

t í ie r a 4 3 9 8 2 2 6 4

F eb rero 6 3 2 1 1 1 1 0

M a rzo 12 4 3 2 0 0 4 4

Abril 9 3 8 6 4 4 9 4

M a y o 17 8 10 4 3 3 3 3

Jun io 11* 6 10 ' 6 3 3 1 0

Ju lio 13 7 15 7 3 1 8 8

A g o s to 6 ‘ 4 12 8 2 2 3 3

S e tie m b re ET 7 6 3 2 2 3 1

O c tu b re 7* 3 4 1 2 2 0 0

N o v ie m b re 10 5 3 2 3 2 2 0

D ic iem b re 15 -5 8 4 3 3 ■S 3

T O T A L E S - 118 50 90 52 2B 25 46 30

P o rc e n ta je 100% 50% 100% 58% 100% 89% 100% 65%

* La cifra difiere de la del cuadro anterior ya que enéste sólo se consideran los muertos 
y heridos en enfrentamientos y no se incluyen las víctimas "Sajo custodia".

A  l l
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Gran Buenos Aires - Carácter que revestían 
los funcionarios-víctimas • Año 1995

En
serv ic io

De
tranco  

Pol. Bon.

De
tranco  

Pol. Fed.

O tras
tuerzas

Retirados TO TA L E S

M uerto s 6 14 4 3 1 2 8

H eridos 23 18 4 0 1 4 6

Capital Federal 
Edades de las vícimas civiles 

Año 1995

Edad
N ú m e ro  de  

vic tim as

M en o s  d e  20 9

D e  21 a 25 S

D e 26  a  40 14

M ás d e  40 3

TO TA L 3 4  *

Gran Buenos Aires 
Edades de las vícimas civiles 

Año 1995

Edad
N ú m e ro  de  

v íc tim as

M en o s  d e  20 4 3

D e  21 a 25 42
D e  2 6  a 40 30
M ás d e  40 8

TO TA L 1 2 3
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Análisis de los cuadros
La metodología y la tipología utilizado paro lo clasificación de las noti­

cias po/icioles es la mismo que la usado en el Informe del año 1994 Se 
adjunto como Anexo en este Informe.

La cantidad de victimas civiles como resultado del ejercicio de la violen­
cia punitiva en la Capital Federal y el Gran Buenos Aires ha aumentado con 
respecto al año anterior. Mientros en 1994 el número de muertos civiles fue 
de 124 personas, este año la cifra subió a 195. Como ya señalamos en 
informes anteriores, estas cifras son relativas ya que nuestra fuente de datos 
son los cuatro periódicos de mayor circulación en la Capital Federal. Ello 
hace suponer que lo cantidad de víctimas es sensiblemente superior, En 
cambio, el número de policías muertos es, sino exacto, muy aproximado a 
lo realmente acontecido, ya que la muerte de un policía es, siempre, noti­
cio. El número de policías muertos en enfrentamientos aumentó también 
respecto o¡ aña anterior. Mientras en 1 994 la cifra fue de 19 funcionarios, 
este año esa cifra subió a 29. Pero, si consideramos la cantidad de funcio­
narios víctimas estando en servicio la cifra es de 7 en 1 994 y ó en 1 995. 
Una variación menor.

Lo relación entre civiles y policios muertos en la Capital Federal no 
indica otra coso que un.a sistemática política de eliminación del adversario, 
ya que no es posible conjeturar que la fuerza se está enfrentando a uno 
delincuencia organizada, si atendemos al tipo de hecho que se reprime. 
Sin embargo, esta apreciación no debe ser comprendida tan iinealmente. 
Si se otiende al olto número de hechos protagonizados por policía franco 
de servicio (tanto agentes de la policio de la provincia como agentes de la 
policio federal actuando en jurisdicción provincial) comienza a perfilarse 
con fuerza un fenómeno que requiere de explicación. A primera vista pare­
ciera que lo violencia punitivo esta fuera del control de las autoridades de 
ierfuerza, convirtiéndose en una especie de justicia o venganza por mano 
propia, ejercido arbitrariamente sobre la ciudadanía indefensa o sobre 
pequeños delincuentes. De ser asi encontrariamos en todos los cosos, seve­
ras sanciones institucionales para los que cometen este tipo de hechos. Sin 
embargo, ello no sucede.
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Por ello, la responsabilidad sobre la gravedad de los hechos cuyas 
cifras se exponen o través de la estodística, recae fundamentalmente sobre 
ias autoridades policiales y el poder político que, a lo largo de estos años, 
sólo responden o los problemas vinculados al orden urbano con el pedido 
de mayores penas y más armamento pora la policio. Estos medidas se han 
demostrado ineficaces, no sólo en nuestro país, sino en poíses como los 
Estados Unidos en donde e! presupuesto policial es notoriamente más alto 
que el nuestro y el índice de criminalidad no sólo no ha disminuido, sino 
que aumento progresivamente.

Es responsabilidad de las autoridades no ser copaces de dotar o sus 
fuerzas del entrenamiento y lo educación necesaria pora que sean funcio­
narios respetuosos de lo ciudadanía y de ios garantías que aseguro el esta­
do de derecho. Actualmente representan un peligro cotidiano pora lo gente 
y, paradójicamente, —como lo demuestran los agentas que se disparan 
entre sí—, para los mismos miembros de lo fuerza.

Análisis de los «radros correspondientes al Gran 
Buenos Aires

El total de víctimas civiles muertas en enfrentamientos con la policio es 
de 123 personas, !a mayoría —el 81 %— en hechos que pueden ser 
caratulados como Uso excesivo de lo fuerza, y en algunos casos, como 
Ejecuciones.

El I I  % de los víctimas lo fue por Uso extrafuncionol de la fuerza, o 
sea, fue asesinada como consecuencia de ohusos cometidos por perso­
nal policial en ocasiones en que no es doble suponer, siquiera, que lo fuer­
za hayo sido usada con fines de represión de un supuesto ¡lícito. Por 
ejemplo, e! asesinato de vecinos que han discutido con el agente por asun­
tos particulares.

El 4 % de io víctimas lo fue Bajo Custodia, como consecuencia de malos 
tratos dentro de las comisorias.

El 3%  de las victimas lo fue por Uso indiscriminado de la fuerza durante 
operativos policiales. En estos cosos se trola de personas totalmente ajenas 
al ilícito que se pretendió reprimir o controlar.
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El total de funcionarios muertos on enfrentamientos es de 28. De ellos el 
65 %, sor policías francos de servicio j l  8 funcionarios).

El 21 % son policios en servicio ¡ó funcionarios)
El 14 % pertenecen a otras fuerzas ¡Servicios Penitenciario Federal, 

Ejército) o son policios retirados (4 funcionarios)
Del 65% de los policías muertos francos de servicio, el 29 % pertenece 

o la Policio Federal ¡4 sobre 14 muertos en enfrentamientos)
El 48% de los policios heridos lo fueron estando francos de servicio; 

uno de ellos, retirado de la fuerza.
Sobre un total de 198 enfrentamientos en el año, el 45% fue protagoni­

zado por policios en servicio, el 46 % por policía fronco de servicio ¡75% 
perteneciente a lo policía bonaerense y 25% a la policía federal), el 4% por 
funcionarios de otros fuerzas y el á% por custodios de empresas privadas 
de seguridad, cuyos agentes en muchos casos son policías '•etirodos o en 
actividad. Respecto a las edades de ¡os víctimas civiles, si bien los dalos son 
sólo indicativos teniendo en cuenta la fuente primaria con que se cuenta, 
resulta que;

el 35%  es menor de 20 años;
el 34%  tiene entre 21 y 25 años;
el 30  % tiene entre 26 y 40 años;
el 7%  es mayor de 41 añes.
De estos porcentajes, sumando los dos primeros, encontramos que el 

69% de las víctimas civiles son menores de 25 años.

Análisis de los cuadros correspondientes a la Capital 
* Federal

En la C ap ita l Federal, el total de víctimas civiles muertos en 
enfrentamientos con la policía es de 42 personas. De ellas e! 76 % lo fue 
por Uso excesivo de la fuerza.

El 10 % por Uso indiscriminado de ia fuerzo. El 7% par Uso extrafuncional 
de la fuerza.

Y, el mismo porcentaje, 7%, Bajo Custodia. Pero, de las 3 víctimas que 
conforman este índice, 2 corresponden a soldados que murieron ahogados 
en la pileta del Regimiento de Granaderos a Caballo General San Martin.

A 15



Capítulo I A  Violencia policio!. Detenciones arbitrarias.

El único funcionario muerto en enfrentamiento, fue un policio franco de 
servicio que se resistió a un osolto callejero.

Respecto a lo cantidad de víctimas policiales, hay que marcar una cloro 
diferencio jurisdiccional. Mientras en la provincia de Buenos Aires lo cifro 
de víctimas ha aumentado con respecto a oños anteriores, en ia Capital 
Federal ha disminuido hasta el grado de no tener la Policía Federo! ninguna 
baja actuando en servicio. Las víctimas totales pertenecientes a la policía 
capitalina revestían como policía franco de servicio al momento de produ­
cirse los enfrentamientos. Y, salvo el caso señalado más arribo, ocurrieron 
fuero del ámbito de la Capital, en el conurbono bonaerense, donde resi­
dían los funcionarios.

Sobre un foto! de 53 enfrentomienfos en el año, el 74% fueron operati­
vos realizadas por funcionarios en servicio. El 24 % — 13 casos— por 
agentes de franco, de ellos, el 30 % — 4 casos—  eran policías retirodos y el 
8 % — 1 solo coso—  un policía bonaerense.

Vigilodores o custodios de los agencias privadas de seguridad provo­
caron 4 hechos del que resultaron 2 victima fatales, una civil y otra un 
vigilador y 8 personas heridas, algunas de gravedad

Respecto a las edades de las víctimas civiles, y considerando (a salve­
dad hecha en el análisis del cuadro correspondiente al Gran Buenos Aires, 
encontramos que,

el 26% de las victimas son menores de 20 años; 
el 24%  entre ios 21 y los 25 años; 
el 41% entre los 2ó y los 40  oños; 
el 9% mayores de 4 ] años.
De estos porcentajes, sumando los dos primeros, encontramos que ej 

50% de las victimas son menores de 25 años.
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Anexo

Metodología de trabajo:
La Fuente de información sobre la que se construyen los datos estadísti­

cos sobre las muertes y lesiones cousadas por el sistema penal son los cua­
tro periódicos de mayor circulación en lo Capital Federal (Clarín, La Na­
ción, Crónica y Página/I 2).

Ello así porque no existe en el país una fuente de datos confiable sobre 
este tipo de hechos. Los noticias de los periódicos refieren a dos fuentes 
principales: por una lodo, la crónica policial que se construye sobre los 
partes que la policía envía o las agencias de noticias sobre los hechos en 
los que interviene y, por otro y en menor medida, sobre la denuncia de 
familiores de las víctimas o de abogados y organismos defensores de los 
derechos humanos. Obviamente estas fuentes primarias no pueden dor cuenta 
de la totalidad de los hechos acaecidos, pero además los periódicos tampo­
co reproducen todos los comunicados de prensa que les son girados. Ello 
convierte a la estadística que adjuntamos en una muestra parcial sobre la 
realidad del fenómeno.

Pese a todas estas limitaciones consideramos que la información que se 
expene sistematizada es una proyección válida de un problema especial­
mente preocupante. Por otra parte, nuestro sistematización de datos es una 
estadística confiable, pese a la fuente con la que contamos, ya que: recoge 
la noticias de los diorios de mayor circulación dentro de la región en análi­
sis; los datos se vuelcan a la base diariamente a lo Icmgo de todo el año; 
existe en el pais libertad de prensa, lo que permite suponer que no son 
datos que se censuran sistemáticamente y, finalmente; se trabaja con una 
lipologia de ios hechos a la largo de períodos de tiempo prolongados.

Tipología
La violencia en análisis comprende las muertes y lesiones que causa el 

personal armado de las agencias del sistemo penal en «I cumplimiento de 
sus funciones, o en directa relación con ¡as mismas. Abarca al personal que 
esta autorizado para .el uso de armas o del que se tolera que las use por
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asignársele o acmitirse que cumplo funciones propios de las agencias ar­
madas del sistema pena!.

Los hechos se clasifican según ei tipo de acción:

Ejecuciones
Uso excesivo de la fuerza: cuando el funcionario dispara con el objeti­

vo de causar la muerte inmediata de la victima ("Ejecuciones") y, cuando 
las muertes y lesiones ocurridos son el resultado del uso desproporcionado 
de la fuerza de parle de los cuerpos de seguridad que actúan en situacio­
nes que habrían podido dirimirse a través de otros mecanismos de disua­
sión . "(Uso excesivo de la fuerzo"). Los casos más comunes son ei control 
de pequeños delincuentes en la investigación de delitos de menor cuantía, ei 
uso de armas de alto poder de fuego en operativos en barrios pobres urbanos, 
el control de ciudadanos desarmados, el central de manifestaciones, el 
resultado de acciones previas de seguimiento e investigación policial, etc.

Todos ellos son los cosos más habituales de la crónica. Y en ellos el 
parte policial ha argüido, pora justificar el enfrentamiento, la "actitud sos­
pechosa" de la victima, el "pedido de identificación", el "desacato o la voz 
de alto". En el reloto de estos hechos la retórica es conocida:;e! "delincuen­
te abatido" tenia un "frondoso prontuario",-era "un peligroso hampón’' /  
"malviviente", existió "un nutrido tiroteo", etc. Suponemos, teniendo en cuento 
el resultado de investigaciones de las escasas causas en Icis que se investiga 
seriamente este tipo de hechos, que, en su mayoría, se trata de dos tipos de 
cosos: o bien el enfrentamiento se produce oorque lo policio presencia 
cosuolmente el ilícito y responde haciendo un uso abusivo de la fuerza. E'lo 
explicaría entonces que un alto-número de estos hechos sean protagoniza­
dos por policía franco de servicio, o bien se trata del resultado de investi­
gaciones policiales sobre personas que están siendo seguidos policialmenie, 
ello expLicario, a su ve2 , que en muchos casos ios víctimas seon e’x-conyic- 
tos o evadidos de las prisiones.

Uso extra-funciono! de ía fuerza
Se frota de casos de abuso de poder e implico ejecuciones o lesiones 

graves poro ocurre cuando el agente actúa en virtud de motivaciones o en
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circunstancias ajenas a sus funciones, encontrándose o no en servicio. Es 
importante destacar que los homicidios o lesiones se cometen ampcrándc- 
se en su condición de efectivos de policía o de una fuerzo ce seguridad. 
Puede obedecer a conflictos personales con la víctima, o una demostración 
d® poder, o ser el resultado de un intento de robo o hurto a un agente de 
civil o de franco.

Uso indiscriminado de lo fuerzo
Supone el desconocimiento de cualquier forma de disuasión pacífica o 

de fuerza moderada, sólo que además la acción no está dirigida hacia un 
sujeto determinado, de manera que se victímiza a ciudadanos comunes que 
quedan atrapados en acciones supuestamente emprendidas paro el control 
de la criminalidad.

Muertes bajo custodia.
Cuando afecta a personas detenidas en comisorios y en recintos poli­

ciales o militares.

Las víctimas pueden ser:

Víctimas civiles

Civiles desarmados
"Sospechosos" ¡en desacato a la voz de alto; en enfreníomiento; en la 

supuesta comisión de un hurto de menor cuantía, etc.!; detenidos ¡muertes 
en cárceles o comisarías). No se consideran en la estadística víctimas civi­
les pertenecientes o grupos comandos o bandos armadas altamente organi­
zadas.

Terceros
Personas que se encuentran casualmente en el iugor del hecho y resul­

tan muertas o heridas por balas policiales.

Funcionarios armados en enfrentamientos con sospechosos
Funcionarios que resulton muertos o heridos en enfrentamientos con la 

pequeña delincuencia y con la delincuencia organizada
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I.b Derechos Humanos y detenciones 
arbitrarias y discrecionales.

El Sistema contravencional, las Edictos policiales y la 
detención por averiguación de identidad.

Gustavo F. Palmieri. Abogado. Integrante del Programa: «Viofencio 
institucional, seguridad ciudadana y derechos humanos».

Tal como fuero destacado en anteriores informes sobre violencia institu­
cional (Ver. CELS/Facultad de Filosofía y Letras; «Informe sobre violencia 
institucional y urbana, 1 993» e, «Informe sobre la situación de los derechos 
humanos en la Argentino, i 994»), lo facultad policial de detener y conde­
nar personas sin orden judicial, fundoda ya sea en la "detención por averi­
guación de antecedentes" o en los edictos de policía y  contravenciones 
continúa presentándose como un modo de operar que provoca constantes 
violaciones a los derechos humanos.

Conforme lo expresado en otros secciones de este informe, estos facul­
tades policiales resulton muchos veces el origen de hechos de violencia 
policial, especialmente en los casos de muerte y molos tratos en comisa­
rías. La muerte del joven Alejondro Colado, detenido por el edicto policial 
de Ebriedad, es un caso demostrativo1 *.

Ahora bien, oún cuando estas detenciones no estén acompañados de 
torturas y /o  apremios, continúan constituyendo uno de los mecanismos re­
presivos más arbitrónos, operando casi exclusivamente sobre determinados 
grupos sociales: jóvenes, pobres, migrantes. Sin dudo es difícil plantear un 
horizonte de progreso en cuanto o la vigencia de los garantías personales

T Alejandro Colado de 23 años, murió el 14 de mayo de 1995, en una celda de la 
C om isario ¿Ó3 de C ap ita l Federa!. Su muerte o causo de un edema pulmonar 
por lo ingesta de alcohol, podría  haberse evitado de mediar uno adecuada 
atención médico.

M ario  Facundo Cáceres de 20 años, fue encontrado muerto el 20 de septiembre de
1995 en una plaza de lo localidad de Adrogué, Provincia de Buenos Aires, luego 
de que la noche anterior íuera detenido por agentes de policio paro que acreditara 
su identidad.
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que consagran los derechos humanos sí, sólo en la Capital Federal, más de 
cien mil personos sufren por año lo experiencia de la detención orbilraria 
sin tener las herramientas idóneas pora defender sus derechos.

Además de la existencia de múltiples objeciones a lo constitucionalidod 
de las leyes en que se fundan estos arrestos2 y condenas, la ogencia policio! 
hace uso de estas facultades más olió, aun, de las competencias que dichas 
leyes le confieren.

El número anual de detenciones, tanto por edictos como por averigua­
ción de identidad y el sector social sobre el que se aplican demuestran que, 
lejos de las justificaciones oficíeles que sostienen que estas figuras son utili­
zadas como mecanismos "discrecionales' de prevención del de litoy /o  san­
ción de faltos menores, ambos facultades se relacionon directamente con 
un modo sistemático de ejercicio de! poder y con una concepción del con­
trol y de la "seguridad" violatoria de los derechos humanos y civiles.

La arbitrariedad y consecuente selectividad e injusticia de estas deten­
ciones y condenas forman parte de una "político de control" de las institu­
ciones policiales. Pero, es fundamental tener en cuenta, que estas faculta­
des se encuentran, por un lado, amparadas en normas dictadas por los 
poderes legislativos nocional y provinciales y, por otro, articuladas con un 
modo, cuanto menos ambiguo, de actuación del Poder Judicial.

Por ello, la posibilidad de proponer cambios garantistas supone antes 
y, en primer lugar, analizar una serie de cuestiones que hacen a la opera­
ción real del sistema contravencional y la detención por averiguación de 
antecedentes3.

A. Edictos policiales y faltas contravencionales
Legislativamente los edictos, cuyo "redactor", como funcionario origi­

nariamente facultado para dicterios, era el jefe de la Policio Federal, fueron 
rotificados en 195ó mediante un Decreto-Ley4 de la dictadura de 1955-

2 Se han optado por omitir lo consideración o cualquier diferencia técnico entre 
arresto, detención, demoro, etc. lasque en esta porte del informe aluden indistinta­
mente o privación de lo libertad.

3 Las observaciones realizadas a continuación están referidas casi con exclusivi­
dad o lo utilización de estos facultades policiales en el ámbito de b Ciudad de 
Buenos Aires.
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1958 y, luegc por una ley ómnibus con la que el posterior gobierno demo­
crático volido toda una serie de estos decretos-leyes. A partir de estos ratifi­
caciones la Corte Suprema de Justicia de la Nación entendió subsanado la 
inconstifucionalidad de origen de los edictos policiales.

Obviomenle, ios combios de ca'egoría legal no alteraron ni la 
funcionalidad política, ni las determinaciones ideológicas que acompaña­
ron desde el origen a estas facultades policiales. Se otorgaba así4 5, estatuto 
legal o una serie de textos de origen policial que, más allá de las dificulta­
des reales para tipificar conductas en materia contravencional, constituyen 
un ilimitado muestrario de adjetivaciones personales más que de conductas 
prohibidas, de categorías que propician y amparan la persecución de cla­
ses de personas sin importar demasiado cual es la conducta sancionada, y 
de las cueles resulta imposible deducir, en muchos casos, cucl es el daño 
que lo detención y la condena intentan prevenir, evitar o castigar.

la  misma policía es la encargada do-recolectar y evaluar la "prueba", 
acusar y juzgar la falta cometida. Todo ello sin respetar básicas garantías 
procesales como, por ejemplo, lo defensa en juicio. Estas características 
son compartidas por los Edictos Policiales y el Reglamente de Procedimien­
tos en Materia Contravencional de la Capital Federal y, en lo práctica, por 
el Código de Paltas Contravencicnales de le Provincio de Buenos Aires.

la  imposibilidad legislativa de dar concreción a cualquiera de los pro­
yectos que sobre esta materia se presentaron, salvo de aquéllos que sólo 
ratificaron la operarorio existente,, y la descamprometida solución que se 
dio a este tema al modificarse e1 Código ce Procedimiento Penal de la 
Nación en el año 19926, pueden ser entendidos como síntomo de lo fuerza 
de la agencia policial, pero también como muestra de lo existencia de una 
operatoria que resulto ''cómoda" y de menor conflicfívidad para muchas

4 Decreto-rey es el nombre que reciben er. la Argentina los textos legislativos dicta­
dos por los gobiernas no democráticos.

5 la  génesis de las faltas conírovencionales en la mayoría de las Provincias sigue 
un curso similar.

6 En el oño 1992 se realiza una importante modificación del sistema procesal 
pe ra l federal y ce lo Capital federal o pa 'tif del dictado de un nuevo Código de 
Procedimiento Penal de la Nación, sin embargo por s i articulo 538 del nuevo Códi­
go se mantuvieron intactos todcs los artículos del antiguo sistema que hacían expíe
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otros óreos de lo justicio o de la Administración que prefieren dejar el temo 
en manos de la policio o no enfrentarse con esta institución.

En términos legislativos, el cambio de jerarquía constitucional de la Ciudad 
de Buenos Aires ha colocado, este último año, la discusión fuera de la órbita 
del Congreso Nacional. Éste ya no será el encargado de dictar las normas en 
materia contravencional, sino que el asunto quedará dentro de lo competencia 
del nuevo estado autónomo. Al respecto, las relaciones entre la futura "Justicia 
local" y lo "Policía Federal" aparecen como uno de los centros alrededor de los 
cuales girarán los problemas de competencio entre el Estodo Nacional y el 
futuro estado de Buenos Aires en materia de seguridad urbana.

Cuestiones procesales - judiciales
En referencio o las elementos procescl-judiciales de esto cuestión, exis­

te, en leorío, la posibilidad legal de que lo condena policio! aplicada sea 
revisado por un juez, para lo cual se debe opelar en un plazo no mayor de 
24 hs. Debido a esta posibilidad de revisión judicial la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación ha entendido que las condenas recaídas en virtud de 
los edictos policiales no son inconstitucionales, pues quedaría asegurodo el 
control judicial suficiente. En lo práctica y más olió de la carencia de dolos 
estadísticos precisos pora el año 1995, la apelación judicial na se ocerca 
ni al 0,5% de las condenas, repitiéndose los índices de oños anteriores. 
Resulto de destacar que, conforme las entrevistas realizadas a jueces y  fun­
cionarios, casi en el 1C0% de dichos apelaciones, los tribunales Correccio­
nales de la Capital redera! revocan las condenas policiales oplicados. Re­
vocaciones bosadas fundcmentalmente en: insuficiencias de la prueba o en 
la nulidad del procedimiento policial.

Sin embargo, ios rozones del extremadamente reducido índice de ape­
laciones presentadas no sólo deben buscarse en la brevedad del plazo

so referencia ai procedimiento contravencional, hasta tanto se dictara el código 
respectiva Esto implicó que lo Policio Federal entendiera que no dehlo modificar su 
operatoria en molería de edictos, e hizo caso omiso a la jurisprudencia que enten­
día que el régimen eontrovenáorol debía respetar las distintas formalidades, obli­
gaciones y prohibiciones poro el personal policia l y garantías pora el imputado 
dispuestas por e! nuevo Código. En este caso, la continuidad de la práctica policia l 
g ira sobre el silencio legal mantenido.
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p e rm itid o  p a ra  !a a pe lac ión , e l más reduc ido  dei o rdenam ien to  procesal 

e scrito , sino tam b ién  en toda  uno serie de  causales que to rnan a lo  ape la ­

c ión  un hecho c ircunstancia l y  anecdótico.

Sin restarle im po rtanc ia , es e rróneo  entender que la  b revedad  del p la ­

zo  es la  v a ria b le  fundam enta l en e l sistema de ape lac iones de condenas 

recaídas p o r v io la c ió n  a los ed ictos po lic ia les. 5¡ así fuera estaríam os a tr i­

buyéndo le  o l sistema contravenc iona l idénticas carácter!sticas que a  otros 

c ircu ito s  del sisiema peño l y esto n o  es osí.

Otras cuestiones son de idéntica importancia. Por ejemplo, la persona 
condenada no tiene derecho7, y en la práctica tiene vedado, cualquier tipo 
de asistencia técnica antes de lo condena y, aunque es cierto que dicha 
asistencia no es necesaria para presentar las apelaciones, el desconoci­
miento de tcl posibilidad legal es algo de peso para determinar la poca 
utilización de estas posibilidades, dado que los recursos judiciales son ma­
teria de conocimiento casi exclusiva de los abogados8 9 y  cuestión sobre la 
cual opera la policio8.

Los sectores victimizados por el sistemo contravencional son, en buena 
medido, grupos focalizados que desarrollan actividades en ambientes aco­
tados. Así, en un gran porcentaje, los detenidos y  condenados por viola­
ción o los edictos son personas relacionadas, por ejemplo, con el juego 
clandestino, la prostitución o, migrantes de países limítrofes. Periódicamen­
te, en lapsos que pueden ser bimensuales pero que pueden tomarse diarios 
por momentos, dichas persones son detenidas y condenadas por edictos o 
establecimiento de identidad, los fines serien múltiples, demostrar que en el

7 Más allá de la jurisprudencia de lo Corte Suprema, algunos Juzgados entienden 
que lo reforma del Código Procesal, a lo que ya se hizo referencia en la nota ol pie 
anterior, determinaría la nulidad de la decforoción del imputado si durante la mismo 
no pudo contor con asistencia de un obogado.

8 Rozones de formoción académica y de copacitadón profesional, ligadas a posi­
bilidades laborales, han llevado a lo mayoría de los abogados o dosentenderse de 
las cuestiones contravencionales.

9 A l respecto una disposición interno de la Policio Federal, el Memorando Ns 2 de 
la Superintendencia de Asuntos Judiciales (I7-2-Ó4), recomiendo a los agentes que, 
aun en casos de condenas en serle, los-nolificaciones de tas mismos sean realizadas 
de forma individual a fío de evitar que, ante alguna eventuol apelación, otros impu­
tados repitan tal occíón.
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distrito o comisaría se continúa monteniendo determinado grado de control, 
buscar cierto efecto a nivel jurisdiccional, castigar fallos de "pago" y, hasta 
cumplimentar estadísticas, dado que aparentemente las detenciones por 
edictos y establecimiento de identidad (que en este sentido funcionan de 
modo similor), habrían sido adoptadas como importante variable para de­
mostrar la eficacia del trabajo policial10 11. Así, la práctica de la detención 
periódica por parte de la policía termino transformándose, ¡unto al pago de 
"cánones" para ejercer distintas actividades, en un componente común y 
habitual de ciertos oficios.

La apelación, entonces, no es evaluoda como la táctica de defensa más 
adecucda por estos grupos sociales que viven de profesiones “ controladas" 
exclusiva e informalmente por la policía, en jurisdicción de cada comisaría. 
Antes, bien, puede ser considerado como un enfrentamiento directo con la 
agencia policial que puede hacer peligrar el desarrollo normal de la 
actividad

Pero hay también otros elementos que tornan pragmáticamente poco 
relevante la revisión judicial de una condena contravencional. Por un lado, 
el control es tardío pues la persona yo ha sido privada de su libertod, y lo 
revocación de la condena, aun en el caso de personas habituolmenle dete­
nidas, no sienta ningún tipo de precedente que evite arbitrarias detenciones 
posteriores. Además, salvo que la detención derive en la comisión de algún 
delito grove por parte de olgún integrante de la agencio policial y que el 
mismo adquiera notoriedad pública" no suele iniciarse por parte de los 
jueces o Fiscales lo investigación sobre lo responsabilidad de los agentes de 
la institución policial. Aun cuondo jueces y fiscoles reconocen que es común 
encontrar importantes irregularidades alrededor de estas prácticas. Ade­
más, salvo que exista un importante daño a la integridad física como pro­
ducto de un abuso policial, no se reconocen ningún tipo de reparaciones 
económicas.

10 Al respecto puede leerse: Adrián Juan Pelacchi (Jefe de la Policía Federal Argen­
tino), "Lo Seguridad en Buenos Aires" en «Revisto de Policio y Criminalíshco», 1995, 
pág. 53 a 6ó.

11 Cuestión que generalmente no llegará a lo justicia por via de lo apelación de 
una condena sino directamente por una denuncia.
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Asimismo, la agencia policial no se siente afectada por les resultados 
de uno apelación en sede judicial. En esta materia los fallos judiciales no 
tienen mayor influencia sobre el accionar policial cotidiano. Así, que algu­
nos fallos reconozccn el derecho de los detenidos por edictos a tener su 
abogado so peno de nulidad de todo lo actuado, o que algún tipo 
confravenciona! y aun todo el procedimiento sea declarado ñuta o inconsti­
tucional, no implico que más olió de la nulidad del proceso o (a revocación 
de la condeno judicial para ese caso concreto, en la comisaria o sede 
policial se modifique la mañero de operar'5, sin imporfor lo interpretación 
judicial de la ley ni en muchos casos las modificaciones legislativas1,3. En la 
cuestión que aquí tratamos, la institución polidol pareciera más permeable 
a los fallos de condeno por accionar orbifrario y delitos que o oquéllos que 
sin inculpar a ningún ogenle disponen la nulidad de su accionar. En conse­
cuencia, si eliminar un posible antecedente contravencional no resulto de 
gran importancia para quien no va ser habilualmerrte detenido por la poli­
cía, la revocación de la  condena, aun por inconstitucionalidad de un edic­
to, no garantizo ni es marco alguna que impido detenciones posteriores por 
el mismo motivo, en circunstancias similares y aun sobre la misrqa persono.

Lo poca importancia que la policía atribuye al escaso control judicial 
en materia de contravenciones también se patentizo en que, en la mayoría 
de los casos, los asesores legales policiales no se presentan a las audien­
cias ni se corrigen los cuestiones de procedimiento, de pruebas o de folia 
de garantías que provocan uno revocación final de lo condena Al mismo 
tiempo, ¡as sentencias que revocan condenas aplicadas por lo policía nun­
ca son apelados por esta último, finalmente la misma policía suele resolver 
la no aplicación de una pena cuando espera o sabe que se presentará una 
opelación de lo condena.

Frente a uno institución como la policía, corocíerizodo por un alto gra­
do de cohesión interna, los jueces controvencionales presentan una esiruc- 12 13

12 En las entrevistas mantenidas con Jueces y Secretarios de Juzgados Contro- 
venoonnles don cuento de que el cuestíonomiento de los facultades policiales por. 
algún juez sólo provoca que, en la medida de los posible, las actuaciones no sean 
elevados oí Juzgado durante ese turno.

13 V erá l respecto noto ó o lo expresado más adelante en relación o la detención 
de personas documentadas para "esroblecer su identidad".
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tura diametralmente diferente y con mctices y tendencias variadas. Asi en­
tre, por un ¡ado, actitudes voluntaristas y, per otro, serios limitaciones en los 
Hechos, terminar, teniendo una participación sólo tangencial y de modo 
alguno determinante en materia contravencional.

Es importante reconocer que algunas estrategias implementadas por 
organismos y asociaciones civiles propiciando la apelación sistemático de 
las condenas aplicadas a sus miembros, han resultado en éxitos parciales 
¡estas organizaciones son la «Asociación Travestís Argentinas», la «Asocia­
ción Meretrices Argentinas» y «Gays y Lesbianas por los Derechos Civi­
les»}. Sin embargo, en general no se ho hecho lugar a recursos de amparo 
presentados pora prevenir las sucesivas detenciones.

En la provincia de Buenos Aires, el aumento de condenas por edictos 
ha sido notorio; 43.307 en 1985 y 70.942 para 1995 según datos de la 
propia policía. En la Capital Federal nos encontramos con un aumento de 
similares característicos: de 35.350, a una cifra proyectada en 1995 de 
133.588 condenas.

£1 reducido porcentaje de apelaciones, la revocación de la condena en 
la casi totalidad de las mismos y las últimas circunstancias expresadas pare­
cieran demostrar que el poder de los edictos no está tanto en la facultad de 
condenar sino en la de poder detener sin contralor. Ello posibilita la cons­
trucción de un poder articulado par la posibilidad de arrestar arbitraria­
mente, sin causas y sin responsabilidades. Confiere a su vez a la agencio 
policial la capacidad de autorizar y mediar en actividades legalmente pro­
hibidas o no. Asi como desgastar, a través, de la presión constante que 
supone la detención y el alojamiento en malas condiciones, a pequeños 
delincuentes o personas estereotipadas por la policía como molestas. De 
hecho y en gran cantidad de cosos, las detenciones por edictos o averigua­
ción de identidad constituyen un mecanismo de control zonal que actúo 
sobre las personas no sólo estigmatizándolas a través del armado de pron­
tuarios policiales sino también como estrategias de agotamiento mediante 
sucesivas detenciones, que en muchos casos y dependiendo de la situación 
del detenido, puede ir acompañado de apremios y torturas.
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B. Lo detención por establecimiento de identidad o averiguación 
de antecedentes

Similares consideraciones merece la facultad policial de detención por 
averiguación de antecedentes que tienen la Policía Federol y casi la totali­
dad de las policías provinciales, entre otros la de la Provincia de 8uenos 
Aires. En el caso de lo Policía Federal esta facultad fue discutida en el 
Congreso de la Nación en eí año 19 9 I , a raíz de lo muerte en una comisa­
ría de Waífer Bulado14 luego de lo cual el plazo de detención se redujo de 
2d a 10 fu. y se modificaron algunos de los requisitos que habilitaban lo 
misma. Esto modificación, introducida por la Ley N2 23.950 implicó, más 
allá de sus limitaciones, que el Poder Legislativo interviniera expresamente 
sobre una facultad policial, circunstancia que, como fuera destacado, no 
ocurrió en meterá de edictos policiales.

£1 análisis de los textos legales no permite oclarar demasiado respecto 
o esta facultad. Antes bien, ponen de manifiesto que la intención clara es 
facultar a la policía a realizar detenciones sin control judicial. Un análisis 
de la operatorio concreta de este tipo de detenciones dará mayor claridad 
o esta afirmación.

No resulta necesario recurrir a refinados datos estadísticos para sober 
que dicriamente la policio detiene a un importante número de personas 
bajo esta figura legal. Los datos cuantitativos que fueron obtenidos por el 
CELS a partir de los informes que, o modo de cumplimiento con los requisi­
tos del inc. I del artículo 5“ de to Ley Orgánico de !a Policía Federal, remi­
ten las comisorios de la Ciudad de Buenos Aires o los Juzgados Correccio­
nales de Turno, se pudo hacer una proyección obteniendo la cifra de unas 
35.000 detenciones al añois. Si bien el trabajo de estudio de la informa­
ción obtenido no ha finalizado, los dolos cuantitativos no se alejan de los 
esperados. Del análisis de los mismos se deduce.

14 W alter Bulado de 17 años, murió ei 20 de abril de 1991 a causa de los golpes 
recibidos por personal policio! en la Comisorio 352 de la C iudad de Buenos Aires, 
luego de haber sido detenida por averiguación de antecedentes o la entrada de un 
recital de rock.

1 S Cabe destacar que la información obtenida por estas medios no resulta utiliza­
b a  a todos: los electos, no tonto por la veracidad de los dota; relativos a codo
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artículo en cuestión les permite proceder durante los “ razzias" a la de­
tención grupa! de personas, en bares, pcbs, cabarets, lugares bailables, 
bajo la causal de "no acreditar su identidad” dado que aparentemente 
el requisito de "presunto sospechoso de algo" en estos cosos se haya 
subsumido en las condiciones ambientales.
Aunque no se desprende de la muestro tomada por el CELS, esto facul­
tad es la más utilizado paro detenciones individuales o masivas en 
manifestaciones, paros y movilizaciones.
c. En cuanto a las profesiones u oficios: generolmente los informes con­
signan que los detenidos realizan oficios industrióles no calificados (ope­
rario, peón, etc. ), o bien son empleados, estudiantes, o los esperables 
modelo, actriz, bailarina o músico, sí lo detención se realiza en una 
razzia. Es extremadamente raro encontrar profesionales liberales, u ofi­
cios técnicos, estos no llegan al ]%.
d. A pesar de que uno de los principóles razones esgrimidas para de­
fender el uso de esto facultad de detención es que permite detener per­
sonas sobre las que existen órdenes de capturo, el porcentaje de perso­
nas demoradas que acreditan esro condición, en nuestra muestra, no 
llego ol 0,5 %.
Aún siendo probable que en muchos de estos últimos cosos las perso­

nas seon registrodas de otro modo, la cantidad de personas demorados 
por esta causal, en relación o las personas detenidas por orden judicial, 
muestro unaxlara desproporción.

Conforme tas normas que les don origen, la finalidad perseguido por 
estas facultades policiales, es la de "averiguar los antecedentes" registro- 
dos de la persona demorado, ante la sospecha de los agentes policiales de 
que sobre el sujeto er> cuestión existe alguna orden de detención judicial17. 
Sin embargo los normas también expresan, como finalidad buscado de la 
detención, eí determinar los medios de vida o el establecer ia identidad la 
persona demoroda.

? 7 Confrontar io antigua redacción del art. 5, rnc. i de !a ley orgánica de la Policía 
Federa! (Decreto-ley N “  3 3 3 /5 8 ¡ y el actuol artículo 13 de la ley orgánica de la 
Policio Bonoererrse. Por ia modificación mencionado, el actual orí. 5 inc. 1 de Dec- 
iey 3 3 3 /5 8  determino ei establecimiento de identidad.
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o. El grueso de los detenciones se ubica en la franjo eton'a que va de los 
1 8 a los 30 oños.
b. En el grueso de los detenciones se alego una justificación formal ¡en 
casi lo totalidad de los cosos las detenciones son comunicadas o los 
Juzgados14 mediante formularias preimpresos), registrándose algunas 
variaciones menores "de estilo" entre comisarios.
De cualquier modo aparecen algunas diferencias entre los detenciones 
realizados por personal de comisarías y las realizodas por integrantes 
de las brigadas del Departamento Central de Policía.
Las detenciones efectuadas par personal de las comisarios se realizan 
en la gran mayoría de los casos par "No justificar su permanencia en el 
lugar y no poder acreditar su identidad, o causales similores, que sólo 
nos permiten imaginar la situación real. Jóvenes haciendo nodo, gritan­
do o no gritando, parejas en plazas, a distintas horas del día, y lodo 
una variedad de situaciones que podemos conocer, ya sea por haber 
sido detenidos o por personas conocidas que lo fueron, pero que de 
cualquier modo es difícil deducir de los informes policiales.
Sin embargo, en algunos pocos casos, los motivos expresados al juez 
parecieran querer describir alguna situación o por lo menos relatan un 
hecho más olla de la simple "permanencia en el lugar", fundamental­
mente individuos a los que se los ve "merodeando" por la puerta de 
bancos, o parados en algunas esquiaos de zonas bancadas, o de hote­
les "en actitud sospechosa", o en los boleterías del Hipódromo los dios 
de correrá, etc O sea, situaciones a las que parecería referirse los 
términos poco precisos del vocabulario policio! y  judicial de "estodo 
pre-delictuol" o "estado de sospecho".
Los lugares de detención son variados. En e! caso de las detenciones 
llevadas a cabo por Brigodas del Departamento Centre! de Policio, el * 16

detención sino a lo contidad globo! de detenciones, la  poco importancia práctico 
de esto fuente para el juzgado provoco que no sea un medio o registro siempre 
conservado o actualizado con mayores cuidados.

16 Esto en ia práctico no significo que-exista control alguno sobre los detenciones. 
Como explicaremos más adelante, (o torea de los Juzgados se reduce a recibir la 
información sobre los hechos consumados, y son muy reducidas las indicaciones 
que dan a la Policía al comenzar codo turno.
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Aun cuando los motivos antes expresado no han sido los que termina­
ran dando funcionalidad a eslas detenciones, los mismos resultan Ion confu­
sos como criticables.

La autorización a la policía de detener para determinar los anteceden­
tes implica dar sustento lega! a la detención por muestreo para ver si en el 
total aparecen sujetos con órdenes de captura. Como contrapartida, en 
raros casos la policía procede de este modo para detener personas por 
orden judicial. Además, interpretaciones restringidas de algunos Códigos 
Procesales Penóles podrían habilitar la detención de una persona sobre la 
que, por razones fundadas, se sospechara que existe uno orden policial de 
arresto, sin necesidad de habilitar toda una estructura de detenciones poli­
ciales exentas del control judicial.

Tampoco pareciera tener mayor sentido el fundar las detenciones en la 
necesidad de determinar la identidad de la persona, como establece la ley 
orgánica de lo Policía federol, más allá de que en un número considerable 
de cosos, los detenciones se realizan sobre personas documentadas.

Así, los múltiples motivos autorizados por la ley para proceder a la 
detención, e! tipo y circunstancias de las detenciones realizadas y la canti­
dad de las mismas, se concluye que lo que estas leyes posibilitan es una 
serie de detenciones llevadas a la práctica de modo informal y sin necesi­
dad de expresar mayores justificaciones.

De todo esto se deduce que la facullod de detenc:ón policial es utiliza­
da como un mecanismo de control social que sus defensores entienden dis­
crecional y sus detractores abiertamente arbitrario.

Estas detenciones se producen de modo informal, sin cubrir mínimas 
formas que garanticen derechos ai demorado, con menores garantías y 
requisitos que las detenciones ordenadas por un juez y en la práctica sin 
control judicial alguno. Las notificaciones al Juez Correccional de turno, 
que exige por ejemplo la ley 23 950, en la práctica resultan comunicacio­
nes tardías, luego de algunos días de liberada la persona, sin que sea 
necesario expresar los motivos de la detención y cuyo destino final es ser 
encarpetada por algún empleado que, en el mejor de los casos, constatará
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que dicho formulario deje expresamente aclorodo que el detenido yo recu­
peró su libertad'*.

Con total ousencío de actas Firmadas por el detenido o el agente inter­
ventor, sin testigos y con asientos informales que sólo son útiles a quien los 
llevo, una detención que comienza motivodo paro establecer la identidad 
de una persona puede transformarse, sin mayores dificultades, en uno de­
tención o condeno a un edicto de policio, si fuero el caso que, por algún 
inconveniente, se superó el máximo de horas de retención permitidas por la 
primera figura.

Así ¡unto con las detenciones y condenas por faltas contravencionales, 
la facultad de detención por averiguación de identidad y /o  antecedentes 
generan todo un circuito de arrestos y condenas paralelos e informales. 
Paralelamente a los sistemas de los Códigos Penales y Procesales penales, 
funciona un mecanismo no público, informal, doméstico, "casero" y reser­
vado casi exclusivamente a las agencias policiales. Y si bien olgunos secto­
res de la zona de demarcación entre uno y otro sistema provienen de lo 
"gravedad de la falta" no es ésta lo único línea de demarcación, frs algu­
nas ocasiones poreciero que estomos frente a subsistemas conectados pero 
donde la activación de uno u otro depende también de los sectoresísociales 
participantes y de su modo de accionar. Coexistencia que otorga un amplio 
y orbitraria margen de acción a la Policía y mantiene alejados del sistemo 
forma! muchas de las conductas cotidianos.

Así en ausencia de facultades otorgadas por los código procesales se 
utilizan estas facultades para detener periódicamente o derlas personas, 
hostigarlas a fin de controlarlas, conseguir que respeten determinados pau­
las, que se muden o otra comisaria, lograr que se calmen porque la "onda 
viene de orden", etc., de hecho se sostiene que lo combios de comisario 
provocan en muchos casos un aumento de las detenciones. Esto en los co­
sos en que la detención no ampara violaciones mucho mayores, como apre­
mios que posteriormente pueden ser registrados como resistencio al arresto.

18 Durante el trabajo realizado pudieron observarse que en olgunos casos se 
notificaban detenciones que superaban el límite máximo de 10 hs permitido pora 
las detenciones realizadas por ia Policio Federa!, sin que esto haya implicado la 
iniciación de acción alguna por parte del juzgado.
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por no mencionar los violaciones que amparadas por estas detenciones 
San tomado periódicamente estado público.

Sin duda que estas modalidades de detención son paralelas a un me­
canismo de (des)conlro! en el que los jueces no pueden o, prefieren, no 
intervenir activamente en cuestiones relativas a ¡a seguridad y el control 
urbano. La estructura jurídica de la Capital Federal muestra un número más 
elevado de juzgodos de instrucción que correccionales y, —sin que este 
signifique emitir opinión sobre lo funcionalidad o constitucionalidaa del 
Juzgado Correccional— , en estos casos tienen un solo juez de instruc­
ción y sentencia.

Además de lo ya expresado con respecto a !c relación entre Policía y 
Poderjudicial, en algunos casos la institución policial decodifico los senten­
cias judiciales que establecen garantías para los detenidos y la prueba a 
obtener, como obstáculos cloros o su posibilidad de actuar. La falta de 
control judicial en materia de edictos y detenciones por averiguación de 
antecedentes los torna un instrumento útil como mecanismo de detención 
y por lo tanto de coerción que le permite operar más libremente y, a su 
criterio, más eficazmente, sobre aquellas cuestiones en que las garon- 
tias constitucionales y ios requisitos procesales son valorados como forma­
lismos obstruyentes. Sobre este temo cabe reiterar que, en materia federal, 
la facultades de detención en sede policial son en muchos aspectos más 
amplios cuando lo arden emana de la mismo policía que cuando provie­
ne de un juez.

Complementariamente, algunos sectores del aparato judicial conside­
ran estas facultades de detención como las herramientas discrecionales pora 
una eficaz toreo de prevención, investigación, y aun de condenas substitutivas 
de conductas prohibidos que en la práctica entienden inabordables por el 
sistema penal.

la  ausencia de políticas serios tendientes a la judialización de estas 
cuestiones y la utilización de soluciones que, ante la aparición coyuntura! 
de problemas estructurales, sólo implemenian un efímero acrecentamiento 
del control endógeno por parte de las mismas instituciones policiales, vie­
nen conservando y reforzando lo situación existente y provocan sistemáti­
cas violaciones de derechos elementales.
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Gran Buenos Aires - Infracciones a la Ley 8031 
(F u e n te : P o lic ía  de la Provincia de Buenos Aires)

Arto Art.
42-43 Art. 67 Arr 68 A rt 72 varios Ju«gr>S

prohibidos TOTAL

1985 R68 2.107 4.054 10.087 14.702 9.504 41.322
1966 1.167 2.817 7.067 12.454 1 1.847 12.016 47.368
1987 1.026 2.076 4.686 13.055 10.872 1J .053 42.768
1968 1.302 2.834 4.688 12.075 10.610 10.447 41.956

7969 1.570 3.470 3.575 12.290 14.469 8.1S2 43.506

1990 1.543 5.376 3.782 12.904 14.297 9.234 47.136
1991 Í.699 3.325 3.769 10.393 14.260 8 653 42.099

1992 2.41? 4.026 3 662.. 13602 16.631 8.843 49.181

1993 2.5S8 4.81 T 2 715 14.855 21.935 6.929 53.803
1994 2 flíM 5.662 3.412 23.281 17.446 8.304 60-998

1995 2 S30 8.516 2.655 23.782 25.136 5.328 68.947

1996- 370 1.375 508 4.188 l .020 837 8.298

TOTAL 20.884 46.395 44.573 162,966 173.324 99.340 547.382

Contravenciones y edictos policiales - Año 1994 y 1 er. sem. 1996 
(Fuente: Policía Federal Argentina)

, A iio 1994
1er. sem. 

1995
Proyec. 
total ano

% d© variac ión 
anual

Ebriedad 52.855 28.449 56.898 7,649229023r
E scándalo 20.475 15.824 31.648 S4,56898667

'

Vagancia y  m endicidad 17.025 10.440 20.092 22,71365609

Desórdenes 12. 51S 10.420 20 840 66,46697021

Juego de naipes 1 391 739 1.478 6,25449-317

Seguridad p úb lica 846 303 6C6 -26,36879433

Hote l reg is tro 489 206 412 -15,74642127

P ortacJuso de armas 345 225 450 30,43479261

Inf. a Ley 20.429 233 88 178. -23,60515021

fnf. a Ley 24.192 1C1 47 94 -41,61450683

Policía particu la r 55 0 0 -100

Bailas púb lico s 44 17 34 -22,72727273

Toques de p ito 8 15 30 275

Juego p o r dinero 3 13 as 766,6666667

Serenos particu la res 2 1 2 0

Carnavaf r> 0 0 0

TOTALES 106.451 66.794 133.568 25,49248011




